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Introducción
Después de una crisis hiperinflacionaria y en consonancia con los lineamientos del "Consenso de Washington", a comienzos de los años noventa, se sentaron las bases para la implementación de una reforma global del Estado argentino desmontando las instituciones del esquema desarrollista. Los argumentos para su realización fueron la necesidad de resolver el déficit público, sanear las cuentas fiscales, eliminar gastos en funciones "impropias", privatizar, descentralizar y delegar en los estados provinciales las políticas sociales básicas. Las leyes de Emergencia Administrativa y de Emergencia Económica dieron sustento legal a la profunda transformación del Estado, denominada primera reforma del Estado (García Delgado, 1996). 

Hacia la segunda mitad de la década del noventa se avanzó con la segunda reforma del Estado que había comenzado con la desregulación del sistema previsional en 1994. En esta segunda etapa las reformas se focalizaron en la reorganización institucional -en consonancia con las "asignaturas pendientes" de los países  "en vías de desarrollo"- en la que el Estado argentino debía aggiornase a  los nuevos contextos mundiales. En este marco se inscriben los proyectos de Refoma Judicial, incentivados con el otorgamiento de créditos externos. Estos proyectos de reforma del sistema judicial desarrollan propuestas de transformación de la gestión y de aplicación de nuevas tecnologías planteando la modificación de la actual organización del trabajo en los Tribunales (Wehle; Simone, 2003).
Reforma del Estado y modernización 

En principio es importante analizar y contextualizar los proyectos de reforma reconstruyendo los acontecimientos de los últimos años que marcan las políticas de estos organismos para con los denominados "países subdesarrollados" destinatarios de estos proyectos. 

El llamado “Consenso de Washington” en los años 80 representó el enfoque centrado en lo económico con mayor aceptación entre los gobiernos de la región, respaldados por los organismos financieros internacionales. Las principales recomendaciones económicas del “Consenso de Washington” se centraban en reformas macroeconómicas que favorecieran los mecanismos de mercado y la desregulación, incluyendo apertura externa, privatizaciones, disciplina fiscal y liberación financiera
. 

La propuesta consistió en la aplicación de un conjunto de mecanismos para: a)garantizar una rígida disciplina fiscal destinada a eliminar los déficits, a cuyo efecto se impulsó la privatización de empresas públicas; b) eliminación de subsidios; c)rediseño de regímenes tributarios; d)eliminación de todo tipo de restricciones aduaneras (para mercancías, servicios, entrada y salida de capitales; e)no intervención en la fijación de tasas de interés (que deben ser fijadas libremente por el mercado) y f)igualdad de trato para el capital y empresas extranjeras.

El Fondo Monetario Internacional -FMI- y el Banco Mundial adoptaron estos lineamientos y los impusieron como condicionantes de los acuerdos realizados durante la década pasada
.
Los planes de "ajuste estructural" basados en los lineamientos del "Consenso de Washington" fueron el camino recomendado por estos organismos multilaterales de crédito para solucionar los desajustes de las economías latinoamericanas. Los ajustes se presentan como respuestas técnicas, como el único remedio a los males que padecen los países subdesarrollados y deben tomarlos aunque sean amargos, como sostienen los economistas Calcagno, "el discurso del ajuste disfraza de necesidad "técnica" las decisiones políticas"
. Los contenidos de los planes de ajuste definen el estilo de desarrollo de un país, ya que abarcan temas como la distribución del ingreso, la inserción internacional la estructura de la propiedad y en última instancia del poder  económico, que deberían ser objeto de debate nacional y de resolución democrática
.
En este sentido, y contrariamente a la simple cualidad técnica de las recomendaciones, las políticas de ajuste -referidas al sector público- encomendadas por organismos como el FMI y el Banco Mundial, a los países endeudados, se han caracterizado por transferencias de empresas y servicios al sector privado, una fuerte reducción del gasto público y reformas tributarias destinadas a incrementar los ingresos con claro repliegue del Estado dentro del marco de la actividad general
. 

Los modelos gerenciales 

En el contexto de mercados globalizados, es posible observar que se han abierto procesos de reformas que abarcan no solo las esferas del sector privado sino también la esfera pública. En el dominio del Estado, las sucesivas reformas han implicado la aplicación de modelos que siguieron los lineamientos de los denominados “modelos gerenciales” de reforma, un fenómeno que asumiera características internacionales
. Vinculado a ello, el auge de las consultoras ha sido puesto de manifiesto en algunos trabajos realizados en nuestro medio
. Allí se señala que la nueva orientación puso el acento en los “productos”, desplazando la centralidad de procesos y reglamentos. La noción de “cliente”, ha reemplazo a la de “ciudadano”, y la organización es concebida como un objeto a ser rediseñado por expertos conocedores de técnicas especiales. La administración del Estado debía mirarse en el espejo de la supuestamente eficiente administración privada y pasar de la tradicional forma weberiana a una “gerencial”, de modo que adquiriese mas flexibilidad, eficiencia y capacidad de respuesta ante los cambios o demandas políticas. El desbaratamiento de la pirámide jerárquica, la remuneración por rendimiento, el trabajo por programas y el incremento en el número de personal contratado en relación a la dotación de planta, forma parte de los requerimientos para hacer de las organizaciones del Estado un aparato que responda con alta sensibilidad a los mandatos de las autoridades políticas.

En línea con esta orientación, ha crecido cada vez más la intervención de consultores externos demandados por el Estado (“consultocracia”), contratados por propia iniciativa del mismo, o por imposición de los Organismos multilaterales de crédito. En nuestro país ha prevalecido la orientación hacia el “modelo inglés”, opuesto al denominado “modelo francés”. En el primero, los consultores provienen del ámbito privado, en el segundo, dada la calidad y tradición de la “Ecole Nationale d’ Administration”, el reclutamiento de cuadros competentes es “interna” al Estado
.
El espacio que el management moderno pretende ocupar es el definido por un entorno cambiante y azaroso. Para ello brinda recetas para la gestión con pretensiones de verdad, como si esas recetas se derivaran en forma lineal de la naturaleza de estos cambios. Y son las prácticas del mundo de los negocios regidos por la lógica de rentabilidad y el principio de eficiencia, las que hegemonizan las concepciones sobre la organización y el trabajo. 

Esa pretensión de universalidad de sus métodos y técnicas apuntando su aplicación a cualquier contexto regional o sectorial, también se registra hacia otras esferas del sistema social, como es el caso de la administración de la Justicia
. Sus proyectos de reforma judicial, lanzados en el marco de la Reforma del Estado de tercera generación, siguen lineamientos de modelos gerenciales que podrían hacer perder de vista el valor central de la sociedad democrática y de la justicia, que es servir al interés general
. Esto está posibilitado por el hecho de que el cálculo costo-beneficio, elevado a dogma, guía las acciones de las políticas de modernización. 

Las nuevas técnicas de gestión y de recursos humanos, -nacidas dentro del ámbito privado y ampliamente difundidas por el ya popularizado “management moderno”-,  alcanzaron los espacios administrativos judiciales en los años noventa a través el discurso de la “modernización”
.
Las transformaciones de la Justicia

La crisis hiperinflacionaria de 1989 planteó la necesidad de resolver el déficit público, de sanear las cuentas fiscales, privatizar, descentralizar y delegar en los estados provinciales las políticas sociales básicas. Las leyes de Emergencia Administrativa y de Emergencia Económica dieron sustento legal a la profunda transformación del Estado
, denominada primera reforma del Estado
. 

En la Argentina, el proceso de globalización de los años noventa influyó de manera decisiva, tanto en el mercado interno como en el control de las importaciones-exportaciones a través de 1) operaciones internacionales integradas en las redes mundiales de las firmas; 2) a través de participaciones mayoritarias con empresas vernáculas; 3) de acuerdos de cooperación entre firmas multinacionales; 4) de participaciones recíprocas; 5) de filiales comunes; 6) fusiones o adquisiciones. Los servicios (telecomunicaciones, gas, agua, transporte, bancos, seguros) y las actividades ligadas al comercio (supermercados, turismo) también fueron parte de ese proceso.
 En los últimos 15 años, las políticas de modernización, incluyeron dos grandes Reformas del Estado; las reformas en la Legislación Laboral y las reformas al sistema de los agentes de la Administración Pública a diferentes niveles.

Las transformaciones producidas desde 1990 en las características del Estado, y en sus relaciones con la sociedad civil, implican un contexto internacional y local que ha sido extensamente descrito y analizado
. Tal viraje estratégico ha significado un importante repliegue del Estado en sus funciones sociales y de regulación, de modo que nuestro país se incorpora al proceso de globalización de manera subordinada y pasiva.

Nos interesa señalar aquí el peso que asume la crisis del Estado, la que se expresa en distintas dimensiones empíricamente dadas que ya han sido trabajadas en el dominio de las ciencias sociales
.

Las transformaciones del Estado, articuladas a las recetas del neoliberalismo como propuesta para la entrada en un mundo globalizado, han modificado profundamente las relaciones entre el Estado y la sociedad civil. Por un lado, se han producido transformaciones cualitativas y cuantitativas en las demandas emergentes de la sociedad civil, por otro, la conformación que asumiera el Estado requería operaciones de reforma guiadas por la noción de “Estado Mínimo” y sustentadas en el principio de eficiencia, lo que se iría plasmando a lo largo de los ’90
. En nuestro medio, tales lineamientos y sus aplicaciones han sido debidamente sometidos a crítica
, mostrándose las características contextuales locales que asumiera el Estado en los ’90, y su articulación al diseño neoliberal. 

En el año 1996, se produjo la segunda reforma del Estado que había comenzado con la desregulación del sistema previsional en 1994. En este marco se inscriben los proyectos de Refoma Judicial, incentivados con el otorgamiento de créditos externos. Estos proyectos de reforma del sistema judicial desarrollan  propuestas de transformación de la gestión y de aplicación de nuevas tecnologías, planteando la modificación de la actual organización del trabajo en los Tribunales.
 Pero al hacerlo, transponen la lógica de los negocios a las estructuras administrativas y políticas del Estado de Derecho, como si se tratara de organizaciones sin tradición, normas y valores instituidos, que deben "modernizarse" a través de cambios de gestión e incorporación de tecnología para lograr eficiencia. 

La legitimidad del servicio público de Justicia se apoya en la satisfacción de los derechos ciudadanos y en el Estado que asume la representación del interés general. Vale la pena agregar que la noción de servicio público está inserta en el principio de legitimación del Estado, y que la Justicia es un servicio público establecido en nuestra Constitución Nacional, por lo que es un “servicio universal”, es decir, un servicio indispensable al tejido social y al respeto de las libertades fundamentales
. El poder judicial cumple un servicio, pero para cumplir ese servicio requiere tener poder con significado político, dada la relevancia que asume como poder necesario para la democracia. 

Por otra parte, para que haya realmente equidad y transparencia del sistema se tiene que garantizar acceso efectivo al recurso de una Justicia bien organizada. La posibilidad de acceso a misma no es un recurso fácil, y ello justamente para los sectores más desprotegidos. La necesidad de tender puentes entre el mundo judicial y la sociedad civil es aún más necesaria, ya que asistimos a una desorganización social profunda que produce incertidumbre y desestructura las regulaciones sociales que sostienen vínculos e identidades, atentando contra la cohesión de la sociedad.
 La crisis integral de la sociedad argentina, en los últimos años, ha producido un incremento en la conflictividad social y en los casos definidos como judiciables, de modo que tal situación, vinculada también al despliegue de la complejidad en todos los ordenes, presiona sobre las organizaciones de la administración de la justicia y produce perturbaciones que, al acercarse a los umbrales de tolerancia operacional, amenazan la identidad misma del sistema.

Propuestas de modernización judicial. El caso del ProJUM

Los argumentos introducidos por el “management moderno” acerca de las nuevas formas de gestión racional de los recursos no solo se expandió en el mundo empresario sino que también se ha trasladado a los espacios públicos, incluyendo la administración de justicia.
 

En la esfera de la Justicia, se han organizado eventos y se han elaborado distintas iniciativas vinculadas a la reforma. Entre ellas, las más importantes estuvieron vinculadas con: a) el Plan Nacional de Reforma Judicial (1998); b), la reunión del Consejo para la Reforma Judicial (1999); c) las actividades en torno al Programa de Apoyo a la Reforma del Sistema de Justicia; d) las actividades vinculadas con ese Programa y la realización de la Junta Federal de Cortes y Superiores Tribunales de Justicia de las Provincias Argentinas, e) la puesta en marcha del Proyecto de Desarrollo de Juzgado Modelo (PROJUM)  (1998)
. Sin embargo, las diversas iniciativas de Reforma de la Justicia se sucedieron a lo largo de la década de los años 90 en una crónica reiterada de anuncios con escasa aplicación práctica. En esas iniciativas se pueden leer las huellas de los intentos por pasar de los modelos tradicionales de gestión de la administración pública, a un modelo de organización del trabajo de características gerenciales. Esto se expresa claramente en el Proyecto de Desarrollo de Juzgado Modelo (PROJUM). 

En el marco del primer plan de reforma judicial, a finales del año 1998, el gobierno argentino a través del Ministerio de Justicia, en colaboración con la Corte Suprema de Justicia de la Nación y la Jefatura de Gabinete de Ministros,  firmó un convenio con el Banco Mundial (21/09/98) aprobado por decreto  1100/98,  para recibir un préstamo de 5 millones de dólares (PRESTAMO BIRF 4314-AR) con el fin de llevar adelante el Proyecto de Juzgado Modelo
. Cuyo objetivo fue diseñar y poner en operación en 12 juzgados seleccionados un nuevo modelo de organización y gestión interna para mejorar sus niveles de efectividad de acuerdo con indicadores previamente definidos. Luego de esta experiencia piloto, se buscaba replicar esta experiencia en otros tribunales del país.

Los juzgados seleccionados para esta experiencia piloto, pertenecen a distintas especialidades y departamentos, diez en la ciudad de Buenos Aires y dos en el interior del país. Cuatro corresponden a juzgados civiles de primera instancia de la justicia nacional de la capital federal y tres a la comercial, otros tres pertenecen a la primera instancia de la justicia federal de seguridad social y los dos restantes a juzgados federales del interior con competencia múltiple (Mar del Plata y Resistencia en el Chaco).

Los objetivos específicos del ProJUM se centraron, básicamente, en la construcción de un plan de desarrollo gerencial de los juzgados para mejorar su calidad de desempeño. El plan contemplaba:

· Desarrollo de un plan de capacitación y mejoramiento de las habilidades gerenciales del personal

· Incorporar nuevas tecnologías (equipos y sistemas de gestión y de información)

· Contribuir en la remodelación física y readecuación de los juzgados

· Desarrollar un sistema automatizado para el seguimiento de expedientes

· Mejorar los sistemas de organización de archivo y control en el flujo de los expedientes y registros de los juzgados.

· Mejorar los niveles de coordinación administrativa entre los Juzgados y las Cámaras de Apelación con relación a la planificación de los insumos y manejo de los recursos.

Los componentes o áreas de trabajo cubiertas por el Proyecto fueron las siguientes: a) componente de gestión; b) componente de capacitación y c) comunicaciones y evaluación. 

Además, se anticiparon tres fases para el desarrollo del proyecto, la primera de diagnóstico y diseño del nuevo modelo, la segunda de “implantación” y la tercera de evaluación y diseminación. 

Las características del componente capacitación

A continuación se analizarán las características del componente de capacitación a partir de la etapa de diagnóstico, para luego analizar el proceso de implementación en el caso particular de un juzgado del fuero civil. Nos basaremos en un documento elaborado por la dirección del proyecto, que resume los hallazgos efectuados en la etapa de diagnóstico, como preparación para el diseño del nuevo modelo de gestión
 . 

En el proyecto ProJUM se señala que el componente de capacitación incluye: 

1) Formulación de una política educativa. Para lograr una definición acerca del enfoque y los objetivos hacia los cuales se apunta en materia educativa. La identificación de las estrategias generales y la pedagogía que deben orientar el plan de capacitación para el proyecto. 

2) Identificación de necesidades y formulación de un plan de capacitación. Esta identificación de necesidades se realizará centrada en los requerimientos del puesto de trabajo para el desarrollo del nuevo modelo, guardando consistencia con las políticas definidas y a partir de un trabajo inicial de sensibilización para contribuir a que cada una de las personas involucradas en el proyecto pueda darle sentido al proceso de cambio. El plan requiere considerar formación complementaria en aspectos gerenciales, administrativos, jurídicos e informáticos necesarios para un desarrollo integral no sólo de la organización en general, sino de las personas en particular. Igualmente se identificaran los elementos para soportar una estructura que le dé continuidad al programa de capacitación. 

3) Actividades de capacitación. Los programas de capacitación se centrarán en el juez y en su equipo de soporte en el juzgado. El trabajo de los consultores en esta área consistirá fundamentalmente en dirigir un proceso participativo, según los requerimientos planteados por los nuevos procesos y responsabilidades de los diferentes integrantes del juzgado, para que éstos puedan ser desarrollados de acuerdo a los estándares establecidos. 

El ProJUM fue concebido como un proceso de transformación cultural. En función de ello, el componente de capacitación asume gran relevancia. Su definición, comprende a los elementos que posibiliten a sus actores contar con las herramientas para sostener su compromiso personal y del equipo de trabajo, con dicho proceso de cambio. 

El plan de capacitación fue planteado para ser diseñado y elaborado con el aporte protagónico de los jueces –al igual que en los otros componentes-. El plan de capacitación que finalmente se implementó en forma parcial tenía como objetivo general orientar y acompañar, el proceso de cambio de la organización, para garantizar una cultura de calidad del servicio que fortalezca el sistema judicial frente a los usuarios y la sociedad en general. 

Los objetivos específicos que se plantearon fueron los siguientes: 1) Generar en el personal de la organización actitudes acordes con los principios y valores de la organización; 2) Fortalecer la capacidad creativa e innovadora del personal; 3) Fortalecer el rol de jefe educador como garantía del cambio; 4) Servir de marco de referencia para determinar las capacidades y entrenamientos que exigen los procesos laborales y 5) Fomentar y mejorar permanentemente la capacidad de autogestión responsable para lograr que cada persona pueda ser garante de su puesto de  trabajo. 

La descripción que hace el informe del proyecto del cuadro de situación, anterior a la implementación del ProJUM es la siguiente:

El poder judicial no cuenta con una política de capacitación para los magistrados y funcionarios. Los jueces y secretarios realizan sus actividades de capacitación a partir de inquietudes personales en la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la justicia nacional y/o en escuelas de Magistratura de las Facultades de Derecho. 

El informe señala con referencia a la normativa reglamentaria vigente acerca de la capacitación de los empleados que esta era deficitaria y que los programas en base a los cuales los empleados reciben su instrucción, requerían ser revisados o actualizados de acuerdo con las necesidades reales.  

En la primera etapa de avance para el diseño del plan de capacitación,  se realizaron talleres que tuvieron como objetivo abordar la etapa inicial de sensibilización, brindando elementos de diagnóstico. Estos talleres se realizaron sólo con los magistrados. 

El primer taller en Mar del Plata el 17 y 18 de abril de 2000, en el cual se analizó la propuesta del proyecto. En el mismo, los jueces opinaron sobre los tres problemas que consideraban fundamentales: 1) Recursos humanos (cantidad, motivación, movilidad, capacitación); 2) notificaciones (disponibilidad de tiempo) y 3) organización interna. Luego, por fueros, a través de un trabajo grupal elaboraron un cuadro de caracterización de los respectivos juzgados en tres supuestos momentos: pasado, presente y futuro, describiendo cada uno de esos momentos en términos de estándares elaborados. En el fuero civil se tomaron en cuenta los siguientes ejes: 1)acceso a la justicia; 2)celeridad procesal; 3)igualdad, imparcialidad, integridad; 4)Independencia y responsabilidad y 5)confianza pública. 

En el mes de mayo del mismo año, se llevó a cabo en Buenos Aires, Mar del Plata y Resistencia un segundo taller orientado a la cultura organizacional.

A los grupos se les dejó como tarea la identificación de problemas principales y sus posibles causas, utilizando como referencia las áreas funcionales que manejan los consultores externos, ya que de esta forma se aprovecharía la información tanto para el diagnóstico como para la elaboración del programa educativo de cada fuero.

La síntesis de conclusiones de los talleres se plasmó en cuatro variables críticas: a) la necesidad de cambio; b) liderazgo; c) trabajo en equipo y d) comunicación. A continuación se describen las conclusiones sintetizadas correspondientes al grupo de magistrados del fuero civil. Con respecto a la primera variable crítica, los magistrados del fuero civil remarcaron que la necesidad de cambio significa un “mejor servicio”, que se manifiesta en su puesto de trabajo con desición-autoridad moral, -comprensión- soluciones adecuadas –comunicación- motivación. Este cambio se tornaría importante para mejorar y lograr resultados eficientes. Cuando se trata el liderazgo, este se comprende como el poder de decisión con consenso. Esto se manifiesta en el puesto a través de la implementación de estrategias y creatividad y es importante para trazar los lineamientos del grupo. La tercera de las variables críticas es el trabajo en equipo y significa “colaboración-cooperación y pertenencia a la organización”. En sus puestos se manifiesta en la colaboración de tareas acordes con capacidades y destrezas personales y asume importancia porque “se adquiere responsabilidad hacia el grupo”. Por último, la comunicación es visualizada como diálogo, entendimiento y sistema que sostiene el cambio y el crecimiento. En los puestos se manifiesta en mensajes claros y chequeo de la comprensión, así como también a través del acercamiento de propuestas u opiniones. Según esta síntesis, la comunicación es fundamental para el desarrollo y cumplimiento de objetivos y para la cohesión del equipo.  
El tercer taller realizado durante el mes de julio de 2000 en Buenos Aires, Mar del Plata y Resistencia, tuvo como finalidad compartir experiencias generadas por iniciativas propias de los juzgados para fomentar la construcción de conocimiento sobre el cambio organizacional en los juzgados. Dicha actividad se sustentó en la presentación de casos de aplicación de iniciativas de cambio, que contaron con la asistencia de los consultores en capacitación y desarrollados en forma de posters. 

Dentro de la misma metodología, en el mes de agosto, se focalizó la construcción del conocimiento sobre el cambio organizacional en los juzgados, pero referido a la mesa de entradas. Estos encuentros sí contaron con la presencia de los empleados de mesa de entradas de cada uno de los juzgados integrantes del ProJUM. 
Hacia finales del mes de agosto, la última actividad, consistió en un “Encuentro de jueces y consultores” en el que se lograron los acuerdos mínimos para entrar en la etapa de diseño.
Según se describe en el informe, la metodología del abordaje de capacitación utilizada en el proyecto, se maneja con el supuesto de que ningún proceso de transformación es lineal, por lo tanto, debe ser sostenido y acompañado a lo largo de su desarrollo y debe propiciar espacios para el debate. La etapa de diseño, entonces, tendría que ser sostenida a partir de acuerdos básicos entre la visión compartida por los consultores y por los jueces y fortalecer el sentido de pertenencia al Proyecto.

Desde un enfoque crítico, y reflexionando sobre lo desarrollado anteriormente sobre el componente de capacitación del ProJUM, se desprenden dos puntualizaciones. En primer lugar, en lo que respecta a los lineamientos generales y objetivos propuestos para la elaboración del plan de capacitación, las metas y alcances descriptos se podrían asimilar a modalidades integradoras, que tienen en cuentan al colectivo de trabajo y al desarrollo individual, pero al mismo tiempo sin alejarse de las directrices del Proyecto. Sin embargo, como segunda puntualización, se puede decir que, en la  metodología de abordaje y los talleres realizados, se incluye sólo a los magistrados, dejando de lado al resto de los funcionarios, administrativos y técnicos, como así también a los obreros de maestranza y servicios. De manera que el carácter integrador e inclusivo, se vuelve parcial y acotado a las figuras de mayor jerarquía.
El caso particular de uno de los juzgados civiles 

Para los entrevistados del juzgado civil, las actividades del proyecto PROJUM comenzaron en el año 2000 con el dictado de cursos y seminarios dirigidos sólo a secretarios y jueces, sobre normas de calidad, mejora continua, liderazgo, atención al público y cómo detectar "cuellos de botella" en el proceso
.

Los cursos para jueces y secretarios se realizaron durante los primeros dos años (2000-2002) a la par de la etapa de diagnóstico. En esta etapa, una entrevistada por nosotros señala: "había gente pagada por el Banco Mundial que venía acá y estudiaba un expediente cualquiera, de los que ya teníamos archivados en cuanto a medir los tiempos que había entre un acto y otro acto. Venía gente del Banco Mundial a hacer encuestas a la gente que asistía a las mesas de entradas." Y agrega: "vinieron y teníamos que poner y detallar diariamente cuántos expedientes se hacían, cuántos confrontes por día (…) eran encuestas" 
.

Según el secretario de uno de los juzgados del fuero civil "todo era bastante lento", hasta que en los últimos tres años (2003-2005) se llamó a licitación y se incorporó una consultora que dictó cursos sobre atención al público, liderazgo, normas ISO 9000 y modelos de gestión. Además de transmitir, a través de los cursos, otras experiencias de modernización en provincias argentinas y en otros países como Colombia y Costa Rica.  

Este esfuerzo por transmitir a los funcionarios y empleados judiciales las nuevas pautas de gestión propias del ámbito privado empresarial, ha sido, según el secretario de un juzgado, un camino de cambio cultural. Además dijo que "antes lo hacíamos todo intuitivamente", diferenciándolo del momento actual en el que cuentan con métodos más sistemáticos para poder hacer "mejora continua". 

En este sentido, se puede considerar que, para los funcionarios judiciales involucrados, participar del ProJUM, significó un camino de cambio cultural. La modificación de la forma en que se conciben las tareas y sus resultados, habla de nuevas concepciones relacionadas a la idea de eficiencia, propia del mundo de los negocios. La eficiencia va a estar ahora vinculada con la reducción de la duración de los procesos. El cambio cultural está vinculado a concepciones de eficiencia medible en resultados cuantificables. La cuestión del tiempo en la justicia no es un tema menor, "una justicia lenta no es justicia", sin embargo, sólo con más celeridad no se resuelve la crisis y deslegitimación de la justicia. En este tipo de proyectos de reformas, cuestionamientos importantes como el de la calidad de las resoluciones judiciales y las posibilidades de acceso a la justicia por parte de los sectores más pobres de la población, están ausentes.

A continuación se analizará el grado de implementación de los cambios, la forma en que fueron llevados a cabo y la relación entre los actores judiciales y los consultores del proyecto para este juzgado en particular. 

Según la información de boletines jurídicos y de consultas propias, el caso de los civiles corresponde a la experiencia más avanzada en cuanto al grado de implementación (luego de la etapa de diagnóstico) dentro de los juzgados de la Justicia Nacional de la Capital Federal incluidos en el Proyecto. 

En lo que respecta al universo de tipos de proyectos de reforma judicial, el ProJUM es una experiencia de reforma con eje en la "administración judicial". Este eje, a su vez, abarca dos áreas: la administración del juzgado y la administración de los casos. La administración del juzgado incluye las funciones administrativas de los juzgados, oficinas administrativas, personal, presupuesto, sistema de información, estadísticas, planificación y mantenimiento de los juzgados. La administración de los casos está referida a los procedimientos con los que se manejan los casos. 

Los informes de los expertos del Banco Mundial señalan que como los jueces tienen a cargo tanto las decisiones de naturaleza jurisdiccional como las administrativas, esto les impide dedicar más tiempo a lo estrictamente jurisdiccional (Dakolias, 1996; Rowat et al., 1995). Por este motivo, como en el caso del ProJUM en la Argentina la propuesta de este tipo de proyectos es separar las funciones administrativas de las jurisdiccionales. 

El movimiento de modernización de la administración de justicia en América Latina, apoyado por organismos como el BID, el Banco Mundial y la USAID, ha promocionado estudios y organizado conferencias con el fin de investigar soluciones apropiadas para mejorar el funcionamiento de la administración de justicia. Como parte de esta corriente de modernización, un eje importante es la separación de las funciones administrativas de las estrictamente jurisdiccionales dentro del juzgado. Las tareas organizacionales, las de información y las manageriales deberían estar separadas y reconfiguradas dentro de las responsabilidades judiciales y administrativas. Los expertos del Banco Mundial, proponen tomar a los Estados Unidos como ejemplo, donde la responsabilidad operacional es delegada en manos de managers profesionales (Rowat et al., 1995). 
Con respecto a la separación de tareas y la propuesta de la figura de un manager, en el caso del ProJUM en el juzgado civil analizado, no se implementó de esta forma, sino que la cabeza de la estructura sigue siendo el juez seguido por el secretario, - de acuerdo a la estructura tradicional del sistema judicial -, para luego sí bifurcarse en un prosecretario letrado jurisdiccional y otro prosecretario gestor administrativo, cada uno con personal a cargo. A esta estructura se la llama operativa ya que no hubo un cambio formal de cargos, sino que se sigue respetando el escalafón del poder judicial. Además, "esta estructura se diseñó para funciones de organización o asignación de tareas, pero no de mando ni control jerárquico. La actividad jurisdiccional y administrativa se realiza en grupos de trabajo, pero manteniendo la decisión última del Juez y una fuerte comunicación con los dependientes" 
. 

En este punto, se puede concluir que a pesar de las propuestas de los consultores, éstas no han sido implementadas totalmente, si bien se observan cambios, no llegan a modificar la  organización tradicional en profundidad.  

Además, la pretensión de alcanzar un “modelo” de aplicación general a partir de una experiencia “piloto”, para luego replicarla a los demás juzgados y a toda la administración de justicia, no tiene en cuenta las especificidades y complejidad del trabajo y la estructura judicial del país. En primer lugar, la heterogeneidad de fueros, tipos de causas y procesos, sistemas informáticos (cada fuero se maneja con distintos programas informáticos, licencias y nivel de modernización de los equipos), cantidad de personal, carga de trabajo e infraestructura, hace muy compleja la meta de replicar las experiencias. 

Por otra parte, se observa en el juzgado una importante inversión en infraestructura, redistribución del espacio, compra de mobiliario y equipos informáticos para todos los puestos de trabajo. El cambio es muy notorio con respecto a los demás juzgados judiciales de la justicia nacional, donde los empleados comparten la computadora y los equipos tienen entre siete y diez años de antigüedad.

Reflexiones finales 

La tendencia de los programas de reforma de separar las funciones jurisdiccionales de las administrativas, no ha tenido consenso en los magistrados y funcionarios de la justicia argentina. El juez sigue estando a la cabeza del juzgado o despacho judicial, con la responsabilidad de dirigir y controlar cómo se lleva a cabo el trabajo. Conserva criterios autónomos para dicha conducción tanto en lo jurisdiccional como en lo administrativo. Cada una de las dichas áreas incide en la otra, de manera de componer un proceso de trabajo integrado. 
Nos interrogamos sobre el sentido que tuvo la experiencia de capacitación del PROJUM.

¿En qué consistió el componente capacitación? ¿Cuál fue su modalidad?

Discernir en que medida se buscaba realmente un desarrollo del potencial humano de creatividad y autonomía o simplemente se filtraba lo ideológico del modelo gerencial potenciando aspectos alienantes.

El componente capacitación tal cual se llevó a cabo en la experiencia piloto que analizamos tuvo ciertas limitaciones que impidieron cumplir sus expectativas.

Estas expectativas insatisfechas nos invitan a cuestionar su aplicación tanto en el ámbito donde se llevaron a cabo como en la posibilidad de ampliar la experiencia: 

1) En primer lugar, debemos señalar que a pesar de su interés esencial percibido por todo los actores la capacitación se llevo a cabo en el marco del PROJUM, que en cierta manera constituyó un gasto que no produjo los resultados esperados. La experiencia fue limitada y no pudo hacer frente a las consecuencias de la crisis. Además, los consultores que facturaron fuertes sumas de dinero para realizar diagnósticos cuyo interés resta probar, tampoco brindaron una capacitación de calidad.

2) El control de la calidad de la capacitación

No existió ningún órgano apto para ejercer verdaderamente la función de evaluación de la formación y su calidad. La confusión de objetivos y fines asignados a la capacitación, la ausencia de exigencias suficientes en cuanto a la calidad de la formación son aspectos que no pueden ser ignorados.

3) El desarrollo personal de los agentes implicados parece que cayó en la sombra y la indiferencia de los que concibieron este componente capacitación.

4) Algunos cursos se dictaron fuera de las horas de trabajo, con las consiguientes que ocasionaban al personal. 

5) La instrumentalización gestionaria, de la mayor parte de los objetivos del componente capacitación, y la perspectiva incierta de promoción real del personal, dificulta la posibilidad que los agentes consideren la capacitación como una forma de jerarquización de su función y de desarrollo personal. La  capacitación brindada no era reconocida como posibilidad formal dentro del sistema de movilidad, ascensos y escala de salarios, dado que estos cursos no estaban incluidos en el sistema formal de capacitación del poder judicial que otorga puntajes para ascender en la escala jerárquica. 

Para el personal estas limitaciones generan incertidumbres que pesan tanto para funcionarios como empleados y ordenanzas y también sobre aquellos más antiguos o recientes, en función de su formación y de sus inquietudes y perspectivas personales. Se puede pensar que en tal clima la significación que puede tener la capacitación, lógicamente considerada positiva, esté signada por la ambivalencia. 

Habría que pensar que la formación en primer lugar moviliza el registro interior de la persona y, aunque la capacitación comporte irreductiblemente un componente de racionalidad instrumental, ésta si realmente pretende generar cambios, no puede reducirse a una simple formalidad o exigencia laboral.
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